El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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INCIDENTE DE DESACATO / SUMINISTRO DE MEDICAMENTO / CUMPLIMIENTO TARDÍO DE LA ORDEN. “En esta sede se demostró, con las actas de entrega suscritas por la progenitora de la menor, que la entidad accionada suministró los siguientes elementos (…) Tal hecho fue corroborado por la promotora de la acción quien manifestó a esta Sala
 que ya había recibido todos esos fármacos, al igual que el polietilen glicol. Y si bien agregó que a la fecha no le han hecho entrega de unas unidades de advil ultra y de genoprazol, señaló que estas corresponden a los meses de diciembre de 2016 y enero de este año, cuestión que no puede ser definida dentro del presente trámite incidental, que se inició por motivo diferente  y por tanto constituye una circunstancia nueva que debe ser alegada en otro incidente de desacato, en el que se garantice el derecho de defensa a la entidad demandada. Significa lo anterior que los derechos vulnerados a la demandante se encuentran satisfechos en la actualidad. No obstante que la orden contenida en la sentencia se acató por fuera del término otorgado con tal fin, se revocará el auto objeto de consulta y se abstendrá la Sala de imponer sanción alguna, de acuerdo con lo enseñado por la Corte Constitucional, que el objeto del incidente por desacato no es el de imponer sanciones, sino obtener el cumplimiento de la orden dada.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL - FAMILIA


Magistrada Sustanciadora: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, enero veintisiete (27) de dos mil diecisiete (2017)


Expediente No. 66088-31-89-001-2012-00186-03
Resuelve esta Sala sobre la consulta del auto proferido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría el 30 de noviembre de 2016, por medio del cual sancionó al Dr. Gustavo Adolfo Aguilar Vivas, Gerente General de la EPS-S Asmet Salud y a la Dra. Gloria Elena Posada Mejía, Gerente Regional sede Risaralda de dicha entidad, con arresto de cinco días y multa de tres salarios mínimos legales mensuales, como responsables del desacato a un fallo de tutela.
A N T E C E D E N T E S

1. Mediante sentencia del 20 de noviembre de 2012, el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría concedió el amparo solicitado por la señora Luz Stella Rivera Gil, en representación de su hija menor María Guadalupe Blandón Rivera, y ordenó al representante legal de la EPS Asmet Salud, Gerente Jurídico Dr. Wilman Arbey Moncada Arcos, autorizar y entregar el insumo pediasure polvo por 400 gramos, en cantidad de diez tarros por mes, de manera ininterrumpida hasta tanto lo considere pertinente el médico tratante. También dispuso que se le brindara el tratamiento integral para las patologías que padece.
2. El 17 de agosto del año anterior, la promotora de la acción informó que tal orden se había incumplido, ya que los medicamentos polietilen glicol sobres, genoprazol, vitamina c y advil ultra, ordenados a su hija el 27 de julio de 2016, aún no habían sido autorizados y que si bien el suplemento nutricional ensoy lata lo “autorizaron para la farmacia BIOTECH LIFE… es muy complicado acceder al medicamento en esta farmacia, pues siempre que llamo… me dicen que no tienen convenio con ASMET SALUD EPS, y en otras ocasiones llamo y me dicen que ya renovaron el contrato pero que aún no tienen estos medicamentos”.    
3. El trámite incidental se inició contra la Dra. Mónica María Orozco Vélez, Directora Departamental de Asmet Salud, y culminó por auto de 19 de septiembre de 2016, en el cual se impuso sanción a esa funcionaria.
4. Mediante auto de 26 de octubre siguiente, esta Sala, en sede de consulta, revocó esa decisión porque además de que dicha funcionaria había dejado de ejercer ese cargo, la orden del fallo de tutela no fue dirigida a la Dirección Seccional de esa EPS. 
5. Por auto de 9 de noviembre el juzgado ordenó vincular y requerir a la a la Dra. Gloria Elena Posada Mejía, representante legal de la EPS-S Asmet Salud de la ciudad de Pereira, para que en el término de cuarenta y ocho horas informara sobre el cumplimiento del fallo. Además, se ordenó vincular al Dr. Gustavo Adolfo Aguilar Vivas para que en su calidad de Gerente General de esa EPS, hiciera obedecer la orden impuesta. El término venció en el silencio.
6. En proveído del 21 de noviembre se dispuso abrir incidente por desacato contra los citados funcionarios y correrles traslado por tres días para que ejercieran su derecho de defensa y presentaran las pruebas que pretendieran hacer valer. No hubo pronunciamiento.

7. El 30 de noviembre de 2016 se dictó el auto motivo de consulta.

8. En esta sede se pronunció la Dra. Gloria Elena Posada Mejía para solicitar la revocatoria de las sanciones impuestas. Indicó, como sustento de su petición, que dio cumplimiento al fallo de tutela proferido el 20 de noviembre de 2012 de conformidad con las actas de entrega de medicamentos a la promotora de la acción, que adjuntó; también dijo que ya se habían generado las autorizaciones correspondientes al mes de diciembre y las del mes de enero para los medicamentos genoprazol, vitamina c, advil ultra y complejo b, las cuales deben ser reclamadas por la accionante en las fechas estipuladas.  

C O N S I D E R A C I O N E S

1. El objeto de la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando resulten vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que señale la ley. Por medio de esa especial acción se profieren órdenes de inmediato e ineludible cumplimiento para obtener que se repare el orden constitucional quebrantado por la violación de un derecho de aquella naturaleza.

2. El incidente por desacato previsto en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 consagra una sanción inmediata y efectiva para el caso de la desobediencia del mandato constitucional proferido por el juez de tutela, la que debe ser impuesta por medio de un trámite especial que garantice los derechos de defensa y el debido proceso, para aquel de quien se afirma ha incurrido en la desobediencia. 

La misma disposición dice que la persona que incumpliere una orden de un Juez proferida con base en ese decreto, incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales, salvo que en ese decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar.

El artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, que otorga facultades al juez para obtener el cumplimiento del fallo, dice en su parte pertinente:

“Cumplimiento del fallo. Proferido el fallo que concede la tutela, la autoridad responsable del agravio deberá cumplirlo sin demora.

“Si no lo hiciere dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, el juez se dirigirá al superior del responsable y le requerirá para que lo haga cumplir y abra el correspondiente procedimiento disciplinario contra aquél...”.

3. En el asunto bajo estudio, como ya se indicara, mediante sentencia de 20 de noviembre de 2012, el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, ordenó a la EPS Asmet Salud garantizar la atención integral requerida por la menor María Guadalupe Blandón Rivera.
4. En el escrito por medio del cual se dio cuenta del incumplimiento en que ha incurrido la EPS accionada, expuso la promotora de la acción, que al 17 de agosto de 2016 estaban en mora de entregarle los fármacos polietilen glicol, genoprazol, vitamina c, advil ultra y el suplemento nutricional ensoy lata.
5. En esta sede se demostró, con las actas de entrega suscritas por la progenitora de la menor, que la entidad accionada suministró los siguientes elementos: a) treinta y una unidades de ensoy niños los días 4
 y 11
 de octubre de 2016; b) ciento veinte de advil ultra los días 24 y 25 de octubre
 y 9 y 10 de noviembre de 2016
; b)  treinta de vitamina c el 10 de noviembre de 2016
; y d) ciento doce de genoprazol el 17 y 18 de noviembre de 2016
. 
6. Tal hecho fue corroborado por la promotora de la acción quien manifestó a esta Sala
 que ya había recibido todos esos fármacos, al igual que el polietilen glicol. Y si bien agregó que a la fecha no le han hecho entrega de unas unidades de advil ultra y de genoprazol, señaló que estas corresponden a los meses de diciembre de 2016 y enero de este año, cuestión que no puede ser definida dentro del presente trámite incidental, que se inició por motivo diferente  y por tanto constituye una circunstancia nueva que debe ser alegada en otro incidente de desacato, en el que se garantice el derecho de defensa a la entidad demandada.  
7. Significa lo anterior que los derechos vulnerados a la demandante se encuentran satisfechos en la actualidad. 

No obstante que la orden contenida en la sentencia se acató por fuera del término otorgado con tal fin, se revocará el auto objeto de consulta y se abstendrá la Sala de imponer sanción alguna, de acuerdo con lo enseñado por la Corte Constitucional, que el objeto del incidente por desacato no es el de imponer sanciones, sino obtener el cumplimiento de la orden dada. Así, ha dicho: 

“35. Entonces, el desacato es un mecanismo de creación legal “que procede a petición de la parte interesada, a fin de que el juez constitucional en ejercicio de sus potestades disciplinarias sancione con arresto o multa a quien con responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes proferidas mediante sentencias que buscan proteger los derechos fundamentales”. Así, el desacato ha sido entendido “como una medida que tiene un carácter coercitivo, con la que cuenta el juez constitucional para conseguir el cumplimiento de las obligaciones que emanan de sentencias de tutela”. En otras palabras, “el principal propósito de este trámite se centra en conseguir que el obligado obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la resolución de un recurso de amparo constitucional”. Por esa razón, “la finalidad del mencionado incidente no es la imposición de una sanción en sí misma, sino que debe considerarse como una de las formas de buscar el cumplimiento de la respectiva sentencia”
…”
 
8. Para terminar, es necesario precisar que ha operado un cambio de criterio sobre la atribución que tiene esta Sala Unitaria para adoptar decisiones como la que ahora se decide y en razón a que con anterioridad se hacía con el concurso de la Sala de Decisión Especializada. Ello, de acuerdo con el artículo 35 del Código General del Proceso, según el cual: “Corresponde a las salas de decisión dictar las sentencias y los autos que decidan la apelación contra el que rechace el incidente de liquidación de perjuicios de condena impuesta en abstracto o el que rechace la oposición a la diligencia de entrega o resuelva sobre ella. El magistrado sustanciador dictará los demás autos que no correspondan a la Sala de Decisión…”.

En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,  

R E S U E L V E 

REVOCAR el auto proferido el 30 de noviembre de 2016, por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría. En su lugar, se abstiene de sancionar al Dr. Gustavo Adolfo Aguilar Vivas, Gerente General de la EPS-S Asmet Salud y a la Dra. Gloria Elena Posada Mejía, Gerente Regional sede Risaralda, por el incumplimiento a la orden impuesta en el fallo de tutela.
Notifíquese, 

La Magistrada,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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